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SEÑOR 
JUEZ CONSTITUCIONAL (REPARTO) 
E.S.D. 
 
 
REF: ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGER EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO 
A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA Y AL DEBIDO PROCESO 
 
Accionante:  WILLIAN GALINDO ARROYO 
 
Accionado: JUZGADO TERCERO DE EJECUCION DE SENTENCIA CIVIL MUNICIPAL DE 
BARRANQUILLA. 
 
WILLIAM GALINDO ARROYO, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando 
en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución Política, acudo ante su 
Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra el JUZGADO TERCERO DE 
EJECUCION DE SENTENCIA CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, con el objeto de 
que se protejan los derechos constitucionales fundamentales que a continuación 
enuncio y los cuales se fundamentan en los siguientes hechos: 
 
HECHOS 
 
1- Por auto calendado 03 de octubre de 2018, notificado por estado el 04 de octubre 
del mismo año, el juzgado tercero de ejecución de sentencia civil municipal de 
Barranquilla, decreto la interrupción del proceso ejecutivo hipotecario, con 
radicación 00864 de 2007, cuyas partes son demandante William Galindo Arroyo, 
demandado Jacobo Mercado Lechuga (Q.E.P.D). 
 
2- En el mismo auto el juez tercero de ejecución de sentencia civil municipal de 
Barranquilla, ordeno la notificación del titulo ejecutivo base del proceso ejecutivo 
hipotecario a los herederos determinados e indeterminadados del demandado 
fallecido. 
 
3- El suscrito desconoce la identidad, domicilio, residencia y lugar de trabajo de los 
herederos determinados del demandado(q.e.p.d.) 
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4-  Mi apoderado judicial, en dos ocasiones le ha solicitado al juez tercero de 
ejecución de sentencia civil municipal de Barranquilla, que emplace a los herederos 
determinados del demandado(q.e.p.d.). 
 
5-  El juez tercero de ejecución de sentencia civil municipal de Barranquilla, niega la 
solicitud de emplazamiento y por el contrario por mero formalismo se limita a 
requerir de forma infructuosa, ineficaz, inútil, a la cónyuge supérstite del deudor 
fallecido, para que aporte la dirección de los herederos que ella misma menciono, 
cunado se hizo parte en el proceso por intermedio de apoderado judicial.   
 
6- En mi caso en concreto, el proceso ejecutivo hipotecario tiene mas de 15 años de 
estar en trámite judicial, de los cuales han transcurrido 3 años y 7 meses interrumpido 
por orden del juzgado en tutelado. 
 
7-  Me pregunto cuál es el interés o motivación del juzgado en tutelado, para 
mantener el proceso interrumpido en favor de los herederos determinados del 
demandado fallecido, si la misma ley permite el emplazamiento de quien debe ser 
notificado, en aquellos casos que se ignora y/o desconoce su domicilio, residencia, 
etc. 
 
8- La Constitución Política de 1991 busca ir más allá de la consagración formal de 
derechos y garantías, hacía la materialización efectiva de los mismos. Es así como, 
el derecho a acceder a la justicia no cumple su finalidad con la simple disposición 
de recursos y procedimientos de manera formal, sino que requiere que éstos 
resulten realmente idóneos y eficaces, eficacia que no se predica en mi caso y se 
configura la violación de mis derechos fundamentales al de acceso a la 
administración de justicia y al debido proceso por parte del juzgado tercero de 
ejecución de sentencia civil municipal de Barranquilla. 
 
9-  En este orden el artículo 42 del código general del proceso reglamenta los deberes 
del juez en los siguientes términos:  
 
SON DEBERES DEL JUEZ: 
 
1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, adoptar 
las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso 
y procurar la mayor economía procesal. 
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2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes 
que este código le otorga. 
 
3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código 
consagra, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y 
buena fe que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de 
fraude procesal. 
 

10-  Igualmente, el ordenamiento jurídico colombiano, también ha revestido de 
poderes al Juez para hacer cumplir sus órdenes, y para el efecto, el artículo 44 del 
Código General del Proceso, regula los poderes correccionales en los siguientes 
términos:  
 
• ARTICULO 44. PODERES CORRECIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción 
disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes poderes correccionales:  
 
Num.3 Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigente (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los 
particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio 
de sus funciones o demoren su ejecución.   
 

DERECHOS VULNERADOS 
 

• Derecho fundamental de Acceso a la Administración de Justicia art. 229 
constitución política. 
 
La violación de este derecho lo sustento de la siguiente forma: 
 
La jurisprudencia constitucional desde sus primeros pronunciamientos (C-037 de 
1996) ha indicado que “el derecho fundamental de acceder a la administración de 
justicia implica necesariamente que el juez resuelva en forma imparcial, efectiva y 
prudente las diversas situaciones que las personas someten a su conocimiento. Para 
lograr lo anterior, es requisito indispensable que el juez propugne la vigencia del 
principio de la seguridad jurídica, es decir, que asuma el compromiso de resolver en 
forma diligente y oportuna los conflictos a él sometidos dentro de los plazos que 
define el legislador”.  
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En este sentido se especificó que las personas tienen derecho a contar con un 
proceso ágil y sin retrasos indebidos, como parte integrante del derecho al debido 
proceso y de acceso a la administración de justicia.  
 
De cara al procesos ejecutivo hipotecario de la referencia y haciendo alusión a la 
declaratoria oficiosa y extensa de la interrupción del proceso, con el argumento 
jurídico que los títulos ejecutivos deben ser notificados a los herederos, cónyuge, 
albacea, etc., del deudor fallecido, el despacho ha dejado de aplicar los principios 
constitucionales de economía y celeridad que informan la administración de justicia, 
el carácter de función pública de esta y la garantía de acceso a la misma, 
desconociendo de esta manera, el derecho sustancial del acreedor a obtener la 
satisfacción de la obligación dentro de un término razonable. 
 
El acreedor hipotecario hoy demandante y accionante NO tiene el deber 
constitucional de esperar indefinidamente que el estado por intermedio de un 
despacho judicial profiera la orden de rematar el inmueble objeto de la garantía real 
y realizar el pago de la suma de dinero adeudada con el producto de este. 
 
El proceso hipotecario No 00864 de 2007 ha envejecido en el juzgado 3ro de 
ejecución de sentencia civil municipal, a la espera que el juez se digne a cumplir con 
su deber legal de hacer cumplir el auto donde se ordena seguir adelante con la 
ejecución y hacer entrega de los dineros embargados al demandante o en su defecto 
ordenar el remate del inmueble objeto de la garantía real, para que se pague el 
monto de la obligación con el producto de este. 
 
La negligencia del juzgado en tutelado ha creado zozobra, inquietud, aflicción y 
congoja del ánimo que no deja sosegar al demandante por el riesgo de un 
desistimiento tácito y una eventual prescripción de la acción ejecutiva y ordinaria 
creando un perjuicio irremediable. 
 
La Corte Constitucional ha señalado que la mora judicial constituye una barrera para 
el goce efectivo del derecho de acceso a la administración de justicia. 
 
Al respecto, la Corte ha resaltado que la mora judicial es injustificada cuando: i) se 
incumplen los términos procesales para adelantar una actuación judicial; ii) no hay 
un motivo o razón que explique la demora; y iii) la tardanza es imputable a la omisión 
en el cumplimiento de las funciones por parte de una autoridad judicial. 
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El derecho de acceso a la administración de justicia constituye un presupuesto 
indispensable para la materialización de los demás derechos fundamentales, ya que, 
como ha señalado esta Corporación “no es posible el cumplimiento de las garantías 
sustanciales y de las formas procesales establecidas por el Legislador sin que se 
garantice adecuadamente dicho acceso”. Por consiguiente, el derecho de acceso a la 
administración de justicia se erige como uno de los pilares que sostiene el modelo de 
Estado Social y Democrático de Derecho, toda vez que abre las puertas para que los 
individuos ventilen sus controversias ante las autoridades judiciales y de esta forma 
se protejan y hagan efectivos sus derechos. 
 
Como se puede observar el derecho en mención tiene un contenido múltiple, del cual 
se pueden identificar tres categorías (i) aquéllas que tienen que ver con el acceso 
efectivo de la persona al sistema judicial; (ii) las garantías previstas para el desarrollo 
del proceso; y (iii) finalmente las que se vinculan con la decisión que se adoptó 
dentro del proceso en cuestión o la ejecución material del fallo. 

  

La primera comprende: (i) el derecho de acción; (ii) a contar con procedimientos 
idóneos y efectivos para la determinación legal de derechos y obligaciones[5]; y (iii) a 
que la oferta de justicia permita el acceso a ella en todo el territorio nacional[6]. La 
segunda incluye el derecho a (iv) que las controversias planteadas sean resueltas 
dentro de un término prudencial y sin dilaciones injustificadas[7]; (v) que éstas sean 
decididas por un tribunal independiente e imparcial; (vi) a tener todas las 
posibilidades de preparar una defensa en igualdad de condiciones; (vii)  que las 
decisiones sean adoptadas con el pleno respeto del debido proceso[8]; (viii) que exista 
un conjunto amplio y suficiente de mecanismos para el arreglo de controversias[9]; 
(ix) que se prevean herramientas necesarias para facilitar el acceso a la justicia por 
parte de las personas de escasos recursos[10]. La última de éstas abarca (x) la 
posibilidad efectiva de obtener respuesta acorde a derecho, motivada y ejecutable; 
y que (xi) se cumpla lo previsto en esta. 
 
Con lo anterior se constata que la Constitución Política de 1991 busca ir más allá de 
la consagración formal de derechos y garantías, hacía la materialización efectiva de 
los mismos. Es así como, el derecho a acceder a la justicia no cumple su finalidad con 
la simple disposición de recursos y procedimientos de manera formal, sino que 
requiere que éstos resulten realmente idóneos y eficaces. 
 
Al respecto, cabe anotar que el derecho de acceso a la administración de justicia va 
más allá del mero acceso formal a las instancias jurisdiccionales y de la obtención de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn7
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn8
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-799-11.htm#_ftn10


 
 

6 

un pronunciamiento formal de los jueces o tribunales conocedores de la controversia, 
sino que exige para su concreción, que las decisiones emitidas sean efectivamente 
cumplidas, pues solo así se logra la firme materialización de los derechos.  
 
Esta Corporación ha sostenido de manera reiterada que el cumplimiento por parte 
de las autoridades y particulares de las decisiones judiciales garantiza la efectividad 
de los derechos fundamentales de quienes acceden a la administración de justicia, a 
la vez que constituye una “garantía fundamental del Estado Social de Derecho, habida 
cuenta que constituye un imperativo de orden constitucional tendiente a la 
concreción del valor de la justicia y a la materialización de los principios superiores 
de buena fe y confianza legítima”. 

  
En esa medida, el cumplimiento de las decisiones judiciales es un elemento 
constitutivo del derecho al acceso a la administración de justicia, el cual no se agota 
en la posibilidad que tienen los ciudadanos de acudir y plantear un problema ante las 
autoridades judiciales, sino que su materialización implica que el mismo sea resuelto 
y que, si hay lugar a ello, se cumpla de manera efectiva lo ordenado por el operador 
jurídico. Como corolario lógico de lo anterior esta Corporación ha aceptado la 
procedencia de la acción de tutela para reclamar el cumplimiento de las decisiones 
judiciales ejecutoriadas. 
 

El artículo 228 de la Carta Política define la administración de justicia como una 
función pública, e impone a todas las autoridades judiciales la responsabilidad 
de hacer realidad los propósitos que inspiran la Constitución en materia de justicia, y 
que se resumen en que el Estado debe asegurar su pronta y cumplida administración 
a todos los asociados. 

 
Para satisfacer el derecho a la administración de justicia, no basta con que en los 
procesos se emitan decisiones definitivas en las cuales se resuelvan controversias y 
se ordene la protección a los derechos de las partes, ya que es preciso que existan 
mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones o sentencias, y que se protejan 
efectivamente los derechos.  
 
La acción de tutela fue consagrada en la Constitución en el artículo 86 como el 
mecanismo judicial de carácter preferente y sumario, diseñado para la protección 
inmediata de derechos constitucionales cuando estos se vean vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad, y excepcionalmente, por 
particulares. 
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 La omisión resulta de especial relevancia cuando se atribuye a autoridades investidas 
de la facultad de impartir justicia pues se encuentra íntimamente relacionada con su 
carga funcional y el cumplimiento de sus deberes. En concreto, el artículo 228 
superior establece que los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Disposición constitucional que fue desarrollada por 
la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, en la que se 
consagraron los principios que rigen la administración de justicia, entre ellos la 
celeridad, la eficiencia y el respeto de los derechos de quienes intervienen en el 
proceso. 
  
En particular, la jurisprudencia constitucional ha planteado la clara relación existente 
entre la mora judicial y la afectación al derecho fundamental de acceso a la 
administración de justicia y al debido proceso, consagrados en los artículos 29, 228 y 
229 Superiores. Si bien es claro que los contenidos de los derechos antes 
mencionados no pueden confundirse, su relación es intrínseca tanto para aquellos 
que pretenden acceder a la administración de justicia como para quienes están 
investidos de la función jurisdiccional. Ellos suponen la determinación de reglas como 
la consagración de vías procesales adecuadas, oportunidades para ejercer el derecho 
de acción, personas habilitadas para demandar, etapas dentro del procedimiento, 
términos, etc., los cuales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de 
los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin 
perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. En esta medida, dilatar 
injustificadamente las actuaciones judiciales, además de constituir una vulneración al 
debido proceso, puede representar una negación del derecho de acceso a la justicia. 
  

• Derecho al debido proceso art. 29 constitución política. 
 
La violación de este derecho lo sustento de la siguiente forma: 
 
la Sala Plena de la Corte en la SU-394 de 2016, destacó que se afecta el derecho al 
debido proceso, por desconocimiento del término, cuando quiera que: i) se incurre 
en mora judicial injustificada; y ii) se está ante un caso en el que puede materializarse 
un daño que genera perjuicios no subsanables. 
 
Del contenido del derecho de acceso a la administración de justicia se hace evidente 
una estrecha relación con el debido proceso, ya que, solo con la efectiva oportunidad 
y capacidad de impulsar pretensiones jurisdiccionales, será posible garantizar un 
proceso justo, recto y garantista, que decida sobre los derechos en controversia. Lo 
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anterior ha llevado a la Corte a sostener que el “acceso a la justicia se integra al núcleo 

esencial del debido proceso, por la circunstancia de que su garantía supone 

necesariamente la vigencia de aquél, si se tiene en cuenta que no es posible asegurar 

el cumplimiento de las garantías sustanciales y de las formas procesales establecidas 

por el legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso”.   

 
El derecho al debido proceso supone el cumplimiento de términos judiciales no como 
un fin en sí mismo, sino como medio para “asegurar que, a través de su observancia, 
resulten eficazmente protegidos los derechos de los gobernados, muy especialmente 
el que tienen todas las personas en cuanto a la obtención de pronta y cumplida 
justicia". Por ende, quien adelanta cualquier actuación judicial dentro de los términos 
previstos, ostenta el derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro del tiempo 
consagrado para ello, pues de no ser así se desconocerían sus derechos 
fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de 
justicia, “comoquiera que no se brinda una respuesta oportuna frente a las 
pretensiones invocadas en su momento y se torna ilusoria la realización efectiva de 
la justicia material en el caso concreto”. 
 
Es por esta razón que la jurisprudencia constitucional ha determinado criterios para 
establecer si la mora en la decisión de las autoridades judiciales es justificada o 
injustificada. 
 
en la sentencia T-803 de 2012 se definió la mora judicial y se reiteró que es necesario 
valorar la razonabilidad del plazo y el carácter injustificado del incumplimiento para 
definir si se configura la lesión de derechos fundamentales. Para ello, se consagraron 
los siguientes criterios: (i) el incumplimiento de los términos judiciales; (ii) 
el desbordamiento del plazo razonable, siendo necesario valorar la complejidad del 
asunto, la actividad procesal del interesado, la conducta de la autoridad competente 
y la situación global del procedimiento;  (iii) la falta de motivo o justificación 
razonable de la demora; y (iv) el funcionario incumplidor debía demostrar el 
agotamiento de todos los medios posibles para evitar el detrimento de las garantías 
de acceso a la administración de justicia y debido proceso. 
 
La Sala Plena, en la sentencia SU-394 de 2016, reiteró el anterior precedente, 
afirmando que la administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz, y que 
el respeto a los términos procesales debe ser perentorio y de estricto cumplimiento 
por parte de los funcionarios judiciales, por lo que el incumplimiento injustificado 
acarrea sanciones disciplinarias. Respecto de la dilación injustificada, se indicó que el 
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juez de tutela debe estudiar si la demora u omisión atiende a razones 
constitucionalmente validas o, por el contrario, se presenta ante la negligencia de los 
funcionarios judiciales. Se deberá entonces examinar si (i) se desconocieron los 
términos legales previstos para la adopción de la decisión; (ii) si la violación a estos 
se debe a la complejidad del caso, la actividad probatoria necesaria para tomar una 
decisión fundada, y en esa medida la actividad judicial se encuentra dentro de un 
plazo razonable y (iii) si no concurren elementos estructurales o de contexto objetivos 
e invencibles como situaciones de fuerza mayor o congestión judicial. 
  
En esa oportunidad, la Corte hizo referencia a la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en la cual se ha desarrollado un test para 
determinar cuándo una autoridad judicial ha desconocido las garantías judiciales al 
omitir resolver en un plazo razonable un proceso puesto a su consideración: “i) la 
complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del interesado; y iii) la conducta de 
las autoridades públicas”. 
 
FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES. 
 
SENTENCIA T – 799/2011 
SENTENCIA T – 283/2013 
SENTENCIA T – 608/2019 
 
PRUEBAS 
 
Ruego al Señor Juez se sirva tener en cuenta como fundamentos de los hechos, las 
siguientes pruebas: 
 
1. Copia del auto 03 de octubre de 2018, con el que se decretó la interrupción del 
proceso ejecutivo hipotecario, con radicación 00864 de 2007. 
 
2. Copia del auto que resuelve el recurso de reposición. 
 
3. Copia de los escritos presentados por mi apoderado al juzgado tercero de 
ejecución de sentencia civil municipal de Barranquilla, para el impulso procesal 
pertinente. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 
 
PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y ordenar 
a favor mío lo siguiente: 
 
1. Se reconozca mi derecho fundamental de derecho fundamental de acceso a la 
administración de justicia y al debido proceso, al cual tengo derecho en virtud de los 
artículos 229 y 29 de la constitución política nacional. 
 
2. Que se ordene al juez tercero de ejecución de sentencia civil municipal de 
Barranquilla, ordenar el emplazamiento de los herederos determinados del 
demandado fallecido, sin demoras o excusas por las razones ya expuestas.  
 
3. Solicito se ordene al juez tercero de ejecución de sentencia civil municipal de 
Barranquilla, cesar todo acto de negligencia, mora judicial y dilatación del proceso y 
haga cumplir la sentencia impartida dentro del proceso hipotecario No 00864 de 
2007 y ordene el remate judicial del inmueble de una vez por toda. 
 
ANEXOS 
 
1. Copia de la tutela sus anexos (documentos relacionados en el acápite de pruebas) 
de la tutela para el correspondiente traslado a la accionada. 
 
2. Copia de la tutela para el archivo del Juzgado. 
 
3. Copia de los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
 
CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 
 
Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado ninguna otra 
acción de tutela por los mismos hechos y derechos contra JUZGADO TERCERO DE 
EJECUCION DE SENTENCIA CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA. 
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NOTIFICACIONES 
 
Dirección para recibir comunicaciones, tanto del accionante como del accionado 
 
ACCIONANTE  
 
Dirección física:  Calle 70 No 45 – 63 Local 1 de Barranquilla. 
 
Dirección electrónica principal: asesoresjuridicos2010@hotmail.com 
 
Dirección electrónica subsidiaria: mirnaandocilla@yahoo.es  
 
Número Celular: 3106365961 
 
ACCIONADO 
 
Dirección física:  Calle 40 # 44 - 80 Edificio Centro Cívico Barranquilla, Piso 4 
 
Dirección electrónica: j03ejecmba@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
 
Señor Juez,  

William Galindo Arroyo 

CC No 8.735.184 de B/quilla. 
 

 

mailto:asesoresjuridicos2010@hotmail.com
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Señor: 
JUEZ TERCERO DE EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA. 
E.S.D. 
 
REF. EJECUTIVO 
DTE. WILLIAM GALINDO ARROYO 
DDO. JACOBO LECHUGA. 
RAD. 864 – 2007 
 
 
GABRIEL EDUARDO RUA LARIOS, de condiciones civiles conocidas de auto, mediante el 
presente escrito me dirijo al despacho en los siguientes términos: 
 
La jurisprudencia constitucional desde sus primeros pronunciamientos (C-037 de 1996) ha 
indicado que “el derecho fundamental de acceder a la administración de justicia implica 
necesariamente que el juez resuelva en forma imparcial, efectiva y prudente las diversas 
situaciones que las personas someten a su conocimiento. Para lograr lo anterior, es 
requisito indispensable que el juez propugne la vigencia del principio de la seguridad 
jurídica, es decir, que asuma el compromiso de resolver en forma diligente y oportuna los 
conflictos a él sometidos dentro de los plazos que define el legislador”. En este sentido se 
especificó que las personas tienen derecho a contar con un proceso ágil y sin retrasos 
indebidos, como parte integrante del derecho al debido proceso y de acceso a la 
administración de justicia.  
  
También se advirtió que ante el incumplimiento de los términos procesales el respectivo 
funcionario puede ser sancionado con causal de mala conducta, sin embargo, aclaró que 
“la sanción al funcionario judicial que entre en mora respecto del cumplimiento de sus 
obligaciones procesales, es asunto que debe ser analizado con sumo cuidado. En efecto, el 
responsable de evaluar la situación deberá estimar si dicho funcionario ha actuado en 
forma negligente o si, por el contrario, su tardanza se encuentra inmersa dentro de alguna 
de las causales de justificación de responsabilidad, tales como la fuerza mayor, el caso 
fortuito, la culpa del tercero o cualquier otra circunstancia objetiva y razonable”. 
  
De cara al procesos ejecutivo hipotecario de la referencia y haciendo alusión a la 
declaratoria oficiosa y extensa de la interrupción del proceso, con el argumento jurídico 
que los títulos ejecutivos deben ser notificados a los herederos, cónyuge, albacea, etc., del 
deudor fallecido, el despacho a dejado de aplicar los principios constitucionales de 
economía y celeridad que informan la administración de justicia, el carácter de función 
pública de esta y la garantía de acceso a la misma, desconociendo de esta manera, el 
derecho sustancial del acreedor a obtener la satisfacción de la obligación dentro de un 
término razonable. 
 
Ni el acreedor hipotecario/demandante tiene el deber constitucional de esperar 
indefinidamente que el estado por intermedio de un despacho judicial profiera la orden 
de rematar el inmueble objeto de la garantía real y realizar el pago de la suma de dinero 
adeudada con el producto de este, ni el deudor hipotecario/demandado o sus herederos 
pueden esperar por siempre la decisión judicial del asunto sometido al conocimiento del 
juez competente creando zozobra, inquietud, aflicción y congoja del ánimo que no deja 
sosegar al demandante por el riesgo de un desistimiento tácito y una eventual 
prescripción de la acción ejecutiva y ordinaria creando un perjuicio irremediable y al 
demandado y ahora a su cónyuge y herederos respectivamente el riesgo y/o amenaza del 
remate judicial del inmueble e incremento en el monto de la obligación teniendo en 
cuenta el tiempo transcurrido. 
  



En la misma C-037 de 1996 se advirtió que el juez no puede circunscribirse únicamente a 
la observancia de los términos procesales, dejando de lado el deber esencial de 
administrar justicia en forma independiente, autónoma e imparcial, dado que en el fallo 
se plasma la pronta y cumplida justicia, por lo que “contradice los postulados de la 
Constitución aquel juez que simplemente se limita a cumplir en forma oportuna con los 
términos procesales, pero que deja a un lado el interés y la dedicación por exponer los 
razonamientos de su decisión en forma clara y profunda”. 
  
En ese orden de ideas, corresponde a los funcionarios judiciales o demás personas que 
administran justicia, atender los términos procesales fijados por el legislador en normas 
de carácter público e implementar las medidas tendientes a lograr su cumplimiento. Así, la 
Sala Plena de la Corte en la SU-394 de 2016, destacó que se afecta el derecho al debido 
proceso, por desconocimiento del término, cuando quiera que: i) se incurre en mora 
judicial injustificada; y ii) se está ante un caso en el que puede materializarse un daño que 
genera perjuicios no subsanables. 
  
Por lo tanto, esta Corporación ha señalado que la mora judicial constituye una barrera 
para el goce efectivo del derecho de acceso a la administración de justicia. Sin embargo, 
se ha reconocido que este fenómeno es producto de diferentes causas, como ocurre en 
aquellos casos donde el funcionario tiene a cargo un número elevado de procesos, los 
cuales superan las condiciones estructurales del mismo y, por consiguiente, dificulta 
evacuarlos en tiempo (hiperinflación procesal). Al respecto, la Corte ha resaltado que la 
mora judicial es injustificada cuando: i) se incumplen los términos procesales para 
adelantar una actuación judicial; ii) no hay un motivo o razón que explique la demora; y 
iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte 
de una autoridad judicial. 
 
En el caso que nos ocupa la cónyuge del litigante fallecido y su apoderado están 
obstaculizando el desarrollo normal de este proceso, al abstenerse de aportar la 
direcciones de los herederos a pesar de haber sido requerido por el despacho en varias 
ocasiones, y su vez el señor(a) Juez está incumpliendo con sus deberes como director del 
proceso al no adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del 
proceso al limitarse solo a realizar requerimientos infructuosos siendo que la misma ley lo 
ha dotado de poderes correccionales en contra de los particulares que sin justa causa 
incumplan las ordenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su 
ejecución.    
 
No se requiere un coeficiente superior para saber que la cónyuge del demandado (q.e.p.d) 
no le es conveniente aportar la dirección de los herederos y de esta manera provoca e 
impiden que el proceso continue su normal desarrollo - remate judicial del inmueble 
habida cuenta que es la única etapa procesal que falta por culminar y permanezca 
indefinidamente interrumpido con el beneplácito del despacho y en perjuicio del acreedor 
– demandante.  
 
Atentamente,  

Gabriel E. Rúa Larios 
CC No 72.303.882 de B/quilla 
T.P. No 130485 del C.S.J. 



Gabriel Eduardo Rúa Larios 
Abogado Especialista en Derecho Procesal 

E mail: gabrielrua79@yahoo.com.mx - gabrielrua97@gmail.com 
Cel.3015141226 

Barranquilla – Colombia  
_______________________________________________________________________________ 

  

Señor 

 JUEZ TERCERO DE EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE SENTENCIAS DE BARRANQUILLA  

E.S.D.  

 

 

JUZGADO DE ORIGEN 16 C.M 

 

 

REF. HIPOTECARIO  

RAD. 864/2007 

DTE. WILLIAN GALINDO ARROYO 

DDO. JACOBO MERCADO LECHUGA 

 

 

GABRIEL EDUARDO RUA LARIOS, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado 

como aparece al pie de mi correspondiente firma, mediante el presente escrito, me dirijo al 

despacho, solicitándole se sirva oficiar a la oficina de gerencia de gestión catastral – alcaldía 

de barranquilla, para que expida a costa del interesado, el certificado del avaluó catastral 

vigencia año 2021, del inmueble ubicado en la Carrera 3S # 46 K – 39 con referencia 

catastral 010708970011000 y matrícula inmobiliaria 040-129877.  

 

Del señor Juez  

Atentamente,  

Gabriel E Rúa Larios  

CC No 72303882 de B/quilla  

T.P No 130485 del C.S.J 

mailto:gabrielrua79@yahoo.com.mx
mailto:gabrielrua97@gmail.com


Gabriel Eduardo Rúa Larios 
Abogado Especialista en Derecho Procesal 

Cel. 3015141226 – 3053767627 
E mail: gabrielrua79@yahoo.com.mx 

Barranquilla – Colombia 

 

Señor 
JUEZ 3 DE EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 
E.S.D. 
 
 
JUZGADO DE ORIGEN 16 C.M 
 
REF. HIPOTECARIO 
RAD. 864/2007 

DTE. WILLIAN GALINDO ARROYO 
DDO. JACOBO MERCAO LECHUGA 
 

 

GABRIEL EDUARDO RUA LARIOS, mayor de edad y vecino de esta ciudad, 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, mediante el presente 
escrito, y con el respeto acostumbrado le solicito al despacho, adoptar las medidas 
conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso, como consecuencia 
de la inobservancia a los múltiples requerimientos que le ha hecho el juzgado a la 
cónyuge superviviente del demandado JACOBO MERCAO LECHUGA, de aportar la 
dirección de los herederos determinados. 
 
Así mismo le solicito al despacho oficiar a la oficina de gestión catastral para que 
expida el certificado de avaluó catastral vigencia 2021, del inmueble hipotecado y 
ampliamente descrito en el proceso de la referencia.   
 

Del señor Juez 

Atentamente, 
Gabriel E Rúa Larios 
CC No 72303882 de B/quilla 
T.P No 130485 del C.S.J 

 

 

mailto:gabrielrua79@yahoo.com.mx


Gabriel Eduardo Rúa Larios 
Abogado Especialista en Derecho Procesal 

Cel. 3015141226 – 3053767627 
E mail: gabrielrua79@yahoo.com.mx 

Barranquilla – Colombia 

 

Señor 

JUEZ TERCERO DE EJECUCION DE SENTENCIA DE BARRANQUILLA 

E.S.D. 

 

 

REF. HIPOTECARIO 

RAD. 2007 – 864  

DTE. WILLIAM GALINDO ARROYO 

DDO.  JACOBO MERCADO  

JUZGADO DE ORIGEN. 16 CIVIL MUNICIPAL 

 

 

GABRIEL EDUARDO RUA LARIOS, de condiciones civiles conocida de auto, mediante el 

presente escrito y con el respeto acostumbrado le solicito al despacho, darle el impulso 

procesal correspondiente al proceso de la referencia. 

 

Dicha solicitud, la fundamento en el hecho, que en dos ocasione el suscrito ha solicitado se 

emplace a los herederos determinados del finado señor Jacobo Mercado, solicitud que no ha 

sido acogida por el despacho y por el contrario ha optado por requerir en dos ocasiones a la 

viuda del demandado para que  suministre la dirección de los herederos, requerimientos que 

han resultado ineficaz, infructuosos, etc., ocasionando la parálisis del proceso en referencia 

de manera injustificada y en perjuicio del acreedor/demandante.        

 
Por tal motivo la solicitud de impulso procesal es conducente a la luz del artículo 8 del C.G.P 
 
Del señor Juez 

Atentamente,  

Gabriel E Rúa Larios 
CC No 72303882 de B/quilla 
T.P No 130485 del C.S.J 

 

 

mailto:gabrielrua79@yahoo.com.mx

